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Respuesta:

La Delegación del Gobierno en Valencia no dio nin-
guna orden de grabación en dicho acto.

La Jefatura Superior de Policía de Valencia recibió, a
través del servicio del 091, una comunicación de que una
persona estaba realizando grabaciones con medios audio-
visuales, desplazando efectivos policiales que procedie-
ron a identificar a una persona indicada previamente,
resultando ser un miembro de la Guardia Civil.

La Dirección General de la Guardia Civil no dio nin-
guna orden ni autorización para realizar grabaciones con
medios audiovisuales o fotográficos de los asistentes a
dicho acto, no constando que aquéllas se realizaran.

No obstante, la citada Institución abrió una informa-
ción para determinar las circunstancias que dieron lugar
a que efectivos del Cuerpo Nacional de Policía identifi-
caran a una persona en el hotel «Venecia» de Valencia, al
que algunos de los asistentes al acto citado atribuyeron la
realización de grabaciones y fotografías. El resultado de
la información practicada fue el siguiente:

La presencia de un miembro de la Guardia Civil,
identificado por el Cuerpo Nacional de Policía en el hotel
«Venecia» de la capital valenciana, respondía al cumpli-
miento de misiones de investigación en las provincias de
Castellón y de Valencia, encaminadas a la averiguación
de presuntas actividades delictivas de un grupo criminal
dedicado al tráfico de estupefacientes.

Dicha investigación era totalmente ajena a la celebra-
ción en las proximidades del acto inaugural del IV Con-
greso de la Asociación Unificada de la Guardia Civil.

Madrid, 24 de febrero de 1999.—El Secretario de
Estado de Relaciones con las Cortes.

184/023940

A los efectos del artículo 190 del Reglamento del
Congreso de los Diputados, se traslada respuesta del
Gobierno respecto al asunto de referencia.

(184) Pregunta escrita Congreso.

AUTORA: Almeida Castro, Cristina (GMX).

Asunto: Medidas específicas de protección ante las con-
tinuas agresiones que sufren en las calles de Madrid quie-
nes ejercen la prostitución.

Respuesta:

En los años 1997 y 1998, la Brigada Provincial de Poli-
cía Judicial, dependiente de la Jefatura Superior de Policía
de Madrid, ha tramitado un total de 14 denuncias por agre-
sión sexual a personas que ejercían la prostitución, resul-
tando totalmente esclarecidas 10 de las denuncias.

El Cuerpo Nacional de Policía, que tiene la compe-
tencia funcional y territorial en materia de seguridad ciu-

dadana en Madrid-capital, mantiene contactos perma-
nentes con asociaciones relacionadas con problemas
específicos que padecen las mujeres y, singularmente,
con Alternativa de Prevención y Reinserción para la
Mujer Prostituta (APRAMP).

La Policía tiene unidades especializadas de atención a
las mujeres víctimas de delitos (malos tratos y agresiones
sexuales, principalmente). En este contexto, una mujer
prostituta objeto de agresión o de otro delito o infracción
penal, recibe un trato personalizado por parte de policías
femeninos pertenecientes a las Unidades de Atención a la
Mujer, integradas en la Jefatura Superior de Policía, reci-
biendo la asistencia médica precisa e información jurídi-
co-social, por parte de los servicios de Asistencia Social
del Ayuntamiento de Madrid y de la Comunidad Autóno-
ma, que trabajan en relación estrecha con la Policía.

La labor policial de prevención de agresiones de este
tipo se realiza prestando las Unidades de Seguridad Ciu-
dadana atención especial a las zonas más sensibles, pro-
cediendo, cuando se producen los hechos, a la localiza-
ción, detención y puesta a disposición judicial al autor o
autores.

En estos últimos años, se viene incrementando la sen-
sibilización de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del
Estado ante problemáticas específicas relacionadas con
la mujer y el menor. La creación de Unidades policiales
especializadas, la inclusión en los planes de formación,
actualización y especialización de funcionarios policia-
les de materias relacionadas con esta problemática, y el
trabajo policial en coordinación con instituciones y orga-
nismos que tiene que ver con el problema, son ejemplo
de ello.

En las tareas de prevención prestarán un notable
servicio las Unidades de Policía de Proximidad, que
desde hace algún tiempo se están desplegando en la ciu-
dad de Madrid y en otras ciudades. En fechas muy próxi-
mas, la Dirección General de la Policía y la Delegación
del Gobierno en Madrid, van a proceder a la ejecución
del programa Seis por Seis (atención preferente a los seis
delitos más comunes en seis ciudades importantes), den-
tro del Proyecto Policía 2000, que supondrá una mayor y
ostensible presencia policial en la calle, y un acercamien-
to eficaz de la Policía a los ciudadanos. Ello dará frutos
positivos en cuanto a disminución de índices de inseguri-
dad, reducción de delincuencia y facilidades para formu-
lar denuncias y comunicarse con la Policía.

Madrid, 18 de febrero de 1999.—El Secretario de
Estado de Relaciones con las Cortes.

184/023948

A los efectos del artículo 190 del Reglamento del
Congreso de los Diputados, se traslada respuesta del
Gobierno respecto al asunto de referencia.

(184) Pregunta escrita Congreso.

AUTOR: Saura Laporta, Joan (GMX).
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Asunto: Informes solicitados al Ministerio de Justicia u
otros órganos del Departamento, para determinar su posi-
ción procesal en causas por delito fiscal sobre cesiones
de créditos en las que pueden estar presuntamente impli-
cadas entidades bancarias, así como instrucciones dadas
por los mismos favoreciendo una posición procesal diri-
gida a solicitar el archivo o sobreseimiento de las dili-
gencias judiciales en dichos casos.

Respuesta:

La representación procesal de la Administración del
Estado ya tuvo que pronunciarse sobre la procedencia
del sobreseimiento de la causa a que se refiere la pregun-
ta en abril de 1996, a raíz de una petición de sobre-
seimiento formulada en julio de 1995 por la representa-
ción procesal del Banco Santander.

El criteiro de la Abogacía del Estado fue, entonces,
que debía informarse favorablemente el sobreseimiento
respecto de los responsables del Banco Santander, al no
apreciarse participación del Banco o de sus administra-
dores en los delitos fiscales cometidos por los suscripto-
res de cesiones de crédito. Sobre este punto, la Agencia
Estatal de Administración Tributaria (AEAT) no mani-
festó ningún criterio, sometiéndose al parecer de la
Dirección General del Servicio Jurídico del Estado
(DGSJE).

Respecto a los suscriptores de cesiones de crédito que
no hubieran declarado los incrementos patrimoniales que
hubieran experimentado, la Abogacía del Estado solicitó
la continuación del procedimiento, al objeto de depurar
las posibles responsabilidades por delito fiscal en que
hubieran podido incurrir.

Ante la ausencia de nuevos elementos en las actua-
ciones que justificaran un cambio de criterio, el Aboga-
do del Estado ha mantenido la misma posición procesal,
ya fijada en abril de 1996, al suscitarse de nuevo la cues-
tión del sobreseimiento de las actuaciones respecto del
Banco Santander y sus administradores en julio de este
año.

En consecuencia, desde abril de 1996 hasta la fecha,
el Ministerio de Justicia no ha dado instrucciones ni emi-
tido informe alguno sobre la posición procesal de la Abo-
gacía del Estado en el asunto de referencia.

Madrid, 17 de febrero de 1999.—El Secretario de
Estado de Relaciones con las Cortes.

184/023949

A los efectos del artículo 190 del Reglamento del
Congreso de los Diputados, se traslada respuesta del
Gobierno respecto al asunto de referencia.

(184) Pregunta escrita Congreso.

AUTOR: Saura Laporta, Joan (GMX).

Asunto: Informes solicitados por la Agencia Estatal de
la Administración Tributaria, del Ministerio de Econo-
mía y Hacienda u otros órganos del Departamento, para
determinar su posición procesal en causas por delito fis-
cal sobre cesiones de crédito en las que pueden estar pre-
suntamente implicadas entidades bancarias, así como
instrucciones dadas por los mismos favoreciendo una
posición procesal dirigida a solicitar el archivo o sobre-
seimiento de las diligencias judiciales en dichos casos.

Respuesta:

La actuación del Estado en el proceso penal que se
sigue por las operaciones de cesión de créditos por nuda
propiedad (DP 53/93, Juzgado Central de Instrucción
número 3 de la Audiencia Nacional), y en el que aparece
implicado el Banco Santander, es competencia de la
Dirección del Servicio Jurídico del Estado (Ministerio de
Justicia), habiendo manifestado siempre al respecto la
Agencia Estatal de la Administración Tributaria (AEAT)
que en tales casos corresponde al citado centro directivo
valorar y decidir sobre la posición procesal que debe
adoptar su Abogado del Estado en el seno del proceso, a
la vista del conocimiento que posee este órgano de las
pruebas practicadas y de lo alegado por las partes perso-
nadas en el proceso.

En cuanto a las medidas adoptadas por la AEAT
ante la postura del Abogado del Estado solicitando el
archivo, el Servicio Jurídico de la Agencia Estatal de
Administración Tributaria entiende que la misma no ha
adoptado medida especial alguna, ni debe adoptarla
tampoco, por ser este extremo competencia de la
Dirección del Servicio Jurídico del Estado, que es
quien asume la responsabilidad de la dirección del cita-
do pleito (en este caso, como acusación particular), y
que es quien además tiene, a través de su Abogado del
Estado, el pleno, total y exacto conocimiento de cuanto
se ha alegado y probado en el seno de las citadas dili-
gencias previas, desde su inicio y hasta el momento
actual, circunstancia que no concurre en la AEAT. La
actuación del Abogado del Estado en un proceso penal
debe quedar únicamente sometida a exigir el respeto
íntegro de la legalidad penal, sin que quepan ponderar
en esta clase de procesos, esto es, en el seno de causas
criminales, razones de oportunidad o de mera conve-
niencia.

La Agencia Estatal de la Administración Tributaria ha
seguido siempre, en los pleitos o procesos de competen-
cia del Servicio Jurídico del Estado, el criterio de que
corresponde a la Dirección del Servicio Jurídico del
Estado la fijación de la postura procesal que sus Aboga-
dos del Estado deben adoptar en el seno de cada proceso
en defensa de los intereses de la Hacienda Pública; actua-
ción que en todo caso debe regirse por criterios de estric-
ta legalidad, sin que quepan ponderarse criterios de opor-
tunidad o mera conveniencia, máxime si se trata de
causas en las que se investigan y enjuician posibles ilíci-
tos penales.

En cualquier caso, debe tenerse presente que cual-
quier opinión de la Administración Tributaria sobre una
postura procesal concreta a adoptar en un proceso por
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